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IIT JORNADAS RIOPLATENSES DE DERECHO

Convocadas por el Colegio de Abogados del Uruguay y por el Co-
legio de Abogados de San Isidro, se realizaron en la sede de éste las
Ya tradicionales Jornadas Rioplatenses durante los dias 1, 2 ¥y 8 de
octubre de 1981.

Cuenta el Colegio local con una merecida y conocida fama de excelen-
te anfifrién; desde las presidencias de los doctores Nanno ¥y Ferndn-
dez, hasta la actual del doctor Francisco José Capén, todos y cada uno
de los- encuentros de juristas por ellos convocados —al igual que el que
comentamos— han quedado como recuerdo imhorrable en los asistentes
por la Jptima organizacién, espléndido agasajo y excepcional calidez
humana de quienes corren con la tarea de atender a los visitantes.

En esta ocasién se trataron temas de Derecho Comercial, Derecho
Civil y Derecho Procesal, obteniéndose meditadas conclusiones que se
transeriben a continuacién.

a) Derecho Comercial

Actuaron como miembros del Comité Académico especialmente de-
signados al efecto los doctores: Héctor Alegrin, Jaime L. Anaya, Juan
Carlog Couso, Luis Alberto Delfino Cazet, Baul A. Etcheverry, Hora-
cio P, Fargosi, Juam M. Farina, José A, Ferro Astray, Augusto Mallo
Rivas, Fernando H. Mascheroni, Julio C. Otaegui, Sagunto Pérez Fonm-
tana, Efrain H. Richards y Nuri Rodriguez.

Dentro de esta area se traté en:

Comisidn N° 1: Tema: “Verificacién de créditos; problemética de
los créditos laborales y deméas créditos privilegiados; créditos quirogra-
Tarios”.

No obatante la excelente deliberacién cumplida por los asistentes
en la Comisién, ella no produjo despacho definitivo, guedando asi co-
mo inico aporte las valiosas ponencias presentadas.

Comisién N¢ 2: Tema: “Sindicacién de acciones. Problemas que
plantea”,

Los doctores José A. Ferro Astray, Roberto A. Muguillo y Victor
Samenfeld tomaron a su cargo redactar el siguiente despacho defini-
tivo que fue sometido a conocimiento del plenario.

1. Es legitimo el pacto de sindicacién de acciones, fundado en
el principio de la autonomia de la voluntad (unanimidad) .

2. Resulta conveniente regularlo legislativamente, por razones de
seguridad o estabilidad juridica {mayoria).

3. Su previgién legislativa debe contemplar solamente una regu-
lacién minima del instituto en punto a: su inoponibilidad respecto de
terceros, fundamentalmente 1a propia sociedad y el plazo de su dura-
cibn (mayoria),



4. El instituto podri regularse dentro del marco de la normativa
societaria, sin que ello implique desconocer que se trata de un con-
trato parasocial (mayoria) .

5. Sin perjuicio de todo ello, en el seno de la comisién se vertie-
ron opiniones en favor de la registracién en la gociedad de tales pac-
tos —sea en forma faculfativa u obligatoria— y de la imposibilidad de
admitir Ia prorroga automéitica de aquéllos.

b) Derecho Civil

Actuaron como miembros del Comité Académico loz doctores Ali-
lio Anibal Alterini, Jorge Horacio Alterini, Augusto César Belluscio,
Roberto H. Brebbig, Jorge A. Curranza, Jorge Gamarre, Isidoro H.
Goldenberg, Luis Moisset de Espanés, Jorge Mosset Iturraspe, Jorge
Peirano Facio, Féliz Alberto Trigo Represas, Alfredo R. Sivori, Eduar-
do Vaz Ferreira y Eduardo A. Zannoni.

'Comisfkin Ne 8: Tema: “Liguidacién de la gociedad conyugal con
bienes existentes en Uruguay y Argentina. Problemas que plantea”.

En despacho signado por los doctores Eduardo Vaz Ferreira, Eduar-
do Leopoldo Ferme, Graciela Ferme, Stella Maris Bioca, Alicia Marta
Nohin, Amalia Lépez, Néstor Acuiic Presno, Aldo Acquarone, Nora
Portas Osorio, Gladys Ferndindez Formigo, Héctor Luis Rebollo Poz,
Rocing Pezzatti Pérez, Marcelo Solari Barrandeguy, Augusto César Be-
luscio v Eduarde A. Zonnoni, se propuso:

1. Fl tratado de Derecho Civil Internacional de Montevideo de 1940,
al no efectuar distingos segln la naturaleza de los bienes, en razén de
su situacién, logra, en materia de régimen de bienes en el matrimonio,
un sistema de unidad, universalidad e inmutabilidad, inalterable ante
los cambios de domicilio conyugal que, por sus ventajas, merece ser
mantenido. La conexion efectuada mediante el primer domicilio conyu-
gal conduce, apropiadamente, a tales fines. Se abstienen los doctores
Belluscio, Acquarone y Zannoni.

2. Las cansales de dizolucién de la sociedad conyugal y su liqui-
dacién son regidas, en el Tratado de Derecho Civil Internacional de
Montevideo de 1940, por la ley que regula el régimen de bienes de log
esposos, o sea, la del primer domicilic conyugal.

3. En la érbita del Tratado de Derecho Civil Internacional de
1940, primer domicilio conyugal es el primer lugar donde los esposos
viven de consuno (art. 8), con Animo de permanecer en él (art. B inc.
'19?. A los efectos de los arts. 16 y 17 de dicho Tratado, puede presu-
mirse “juris tantum” que ¢l primer domicilio conyugal estd en el pais
en el que los eényuges contrajeron matrimonio, si de la partida re-
sulta que ellos se domiciliaban en él al momento de la celebracion.
Si los contrayentes denunciaron en la partida de matrimonio estar do-
miciliados en pafses distintos, puede presumirse “juris tantum” que
el actual domicilio conyugal fue el primero, es decir, que no ha exis-
tido cambio de domicilio.

4. A los efectos de su oponibilidad a terceros, es deseable esta-
blecer que las convenciones matrimoniales y las modificaciones al régi-



men patrimonial del matrimonio, come los actos judiciales de liguida-
cidn y particién, reciban publicidad adecuada en los pafses donde se en-
cuentren bienes de los esposos.

5. El valor de las recompensas adeudadas por la sociedad conyugal
& los esposos o por éstog a aquélla, debe reajustarse conforme a lg ley
aplicable al régimen patrimonial del matrimonio,

6. En la érbita del Tratado de Derecho Civil Internacional de Mon-
tevideo de 1940 y teniendo en cuenta la carencia de una norma especi-
fica de aplicacién comiin en la Reptiblica Argentina y la Repiiblica Orien-
tal del Uruguay, en razén de la reserva efectuada por este Gltimo pats
a los arts. 59 y 9 de dicho Tratado, es juez competente para entender
en la liquidacién y particién de la sociedad conyugal el del domicilie de
los cényuges al momento de lg disolucién de 1z sociedad conyugal (apli-
cacién analégica del art. 62 del Tratado),

7. Resulta conveniente establecer normas sobre ambito de aplica-
cién de los tratados para aquellos casos en que la relacién juridica in-
fernacional posea puntos de contacto atendibles en la 6rbita del Derecho
Internacional Privado con estados no ratificantes,

8. Teniendo en cuenta la necesidad de concretar la unificacién en
materias que, como el régimen patrimonial del matrimonio, no ofrecen
las dificultades que por ahora presentan otros agpectos de la regulacién
de dicha institncién y que dicha unificacién se verfa facilitada no sé6lo
por el mismo origen higtérico, aniloga conformacién social, similares
pautas culturales y valoraciones éticas, sino también por la semejanza
econdmica existente entre la Republica Oriental del Uruguay y la Re-
piblica Argentina, es conveniente unificar log regimenes patrimoniales
matrimoniales mediante un Tratado Internacional que contenga normas
uniformes,

Comigion N° 4: Tema: “Proteccién de adquirentes de inmuebles”.
Subtemas: a) Ley 14.005 (RA); b) Prehorizontalidad; ¢} Tutela de los
derechos emergentes del “boleto de compraventa inmobiliaria”: disposi-
ciones del Cédigo Civil y de la ley de concursos; la cuestién en el &mbito
de la doctrina y jurisprudencia; d) La proteccién de los subadquirentes
(art. 1051 del Cédigo Civil argentino); e) La aplicacién del principio
del abuso del derecho, etc. Se produjo el siguiente extenso despacho,
donde se consigna en cada caso el nombre de sus firmantes:

Subtema: Ley 14.005

1. La ley 14.005 protege a los adquirentes de inmuebles fracciona-
dos en lotes, cuyo precio debe satisfacerse en cuotas peridicas {(unani-
midad).

2. Es una ley de orden publico, siendo irrenunciables los derechos
que ella acuerda y nadie puede invocar frente 2 sus dispogiciones dere-
chos irrevocablemente adquirides (unanimidad).

3. A, El incumplimiento por parte del vendedor de las obligacio-
nes emergentes de la ley 14.005, no trae aparejada la nulidad del poste-
rior compromiso de venta, dado que dicha sancién no se encuentra pre-
vista en el texto de la ley (Moisset de Espanés; Goldenberg; Bueres; Si-
vori; Diaz Reyna; Dasch, Esteguy; Espel; Cerowsles; Zago).



3. B). La falta de cumplimiento de las disposiciones de la ley 14.005
genera una nulidad relativa, sélo invoeable por el adquirente (Cordere
de Garrido; Garrido).

4. A). Las pautas normativas sefialadas en jos arts, 7y B de la
ley 14.005 son extensibles a todo contrato de compraventa de lotes cuyo
precio se satisface en cuotas periddicas (Goldenberg; Siveri; Diez Rey-
na; Daich; Esteguy; Espel; Cerowski).

4, B). Las pautas normativas sefialadas en log arts. 7 ¥ 8 de la
ley 14.005 no son extensibles a todo contrato de compraventa de lotes
cuyo precio se satisface en cuotas peri6dicas (Moisset de Espanés; Bue-
res; Zago}.

Subtema: Prehorizontelidad

1. Dados los recaudos formales exigidos y la instrumentacién que
debe acompafiarse para el otorgamiento e jnseripcién de la escritura de
afectacién al régimen de prehorizontalidad, el titular de dominio es el
{inico que se encuentra en condiciones de cumplir con dicha obligacién
(Moigsel de Eepanés; Goldenberg; Bueres; Siveri; Daich; Esteguy; Es-
pel; Cerowski; Zago).

2. El incumplimiento de la obligacién de afectar el inmueble se pro-
duce con la mera oferta en venta de las futuras unidades {Moisset de
Espanés; Goldenberg; Bueres; Stvori; Daick; Esteguy; Diaz Reynoy Es-
pel; Cerowski; Zago).

3. Sin que se hubiera otorgado e inscripto la escritura de afectacién,
resulta imposible para el adquirente inscribir en el Registro de la Pro-
piedad un compromiso de venia gue tiene por objete una futura unidad
funcional (Moisset de Espanés; Goldenberg; Bueres; Sivori; Diaz Reyna,;
Daich; Esteguy; Espel; Cerowski; Zage).

4. Bl art. 12 de la ley 19.724 consagra una obligacién para el pro-
pietario. Se trata de una obligacién con plazo tdeito: de alli que es nece-
saria la interpelacién a los fines de la constitucién en mora (Moissget de
Espands; Geldenberg; Bueres; Sivori; Daich; Esteguy; Espel; Cerowski;
Zugo).

5. El art. 12 de la ley 19.724, en su primer parrafo, consagra res-
pecto del adquirente una mera facultad (Moisset de Espanés; Golden-
beryg; Bueres; Sivori; Daich; Esleguy; Espel; Cerowski; Zago).

6. El art. 12 de la ley 19.724 tiene una finalidad tuitiva que se
materializa con la afectacién del inmueble al régimen de Propiedad Ho-
rizsontal (Moisset de Espanés; Goldenberg; Bueres; Sivori; Duaich; Es-
teguy; Esapel; Cerowski; Zago).

Subtema: Proteccion del subadguirente

L. Despacho A: Fstén excluidos de la proteccién del art. 1061 del

~ Codigo Civil aquellos supuestos en los cuales no exista titule que ema-
ne 'del verdadero propictario (Goldenberg; Bueres; Sivori; Diaz Reyna;
Daich; Esteguy; Espel; Zago; Pendén; Cerowski; Moisset de Espands).
Despacho B: La falsedad documental, uno de log casos de acto anu-
lable (art. 989 del Cédigo Civil), se encontraria amparada por la doc-



trina de la apariencia consagrada por el art. 1051. Sin embargo, la
doctrina autoral y jurisprudencial tiende a la exclusién de dicho am-
paro a los supuestos de falta de autoria (Acquarone).

2. Despacho A: Los actos de disposicion en que no medie autorfa
del “verus domino” le son inoponibles ( Trigo Represas; Goldenbery;
Digz Reynay Daich; Pendon; Esteguy; Espel; Cerowski; Moisset de Es-
panés). _

Despacho B: La obligacién de restituir nace de la accién reivindi-
catoria de cardcter auténomo, que ejerce el verdadero propietario vic-
tima del despojo. La nulidad del acto de transferencia a “non domino”
es consecuencia de la reivindicacién triunfante (Zamnoni; Bueres; Si-
vory; Zago). : '

Despacho C: Los actos de disposicién en que no medie autoria del
“verus domino” son supuestos de inexistencia (Cordera de Garrido; Go~
rrido). .

3. Si el transmitente es de buena fe y el subadquirente es de bue-
na fe y adquiere a titulo oneroso, la accién de reivindicacién del verda-
dero propietario no procede por imperio de lo normado en los arts. 2777
v 2778 (Goldenberg; Sivori; Penddn; Esteguy; Espel; Cerowski).

4. Si el enajenante es de mala fe y el adquirente es de buena fe,
este dltimo consolida su dominio con el transcurso del plazo reglado en
el art. 3999 del Cédigo Civil (Goldenberg; Sivori; Daich; Pendén; Es-
teguy; Bspel; Cerowski; Moisset de Espanés).

5. Los supuesios de nulidad absoluta estin comprendidos dentro
del texto del art. 1051 (Goldenberg; Bueres; Stvori; Pendén; Esteguy;
Espel; Zago; Cerowski). '

6. El art. 1051 sélo es aplicable a los supuestos de nulidad- (Gol-
denberg; Bueres; Sivori; Pendén; Esteguy; Espel; Zago; Moisset de Es-
panés), '

7. A los fines de configurar la buena fe exigida por el art. 1051
no basta la mera comprobacién de la inscripeién registral (Goldenbery;
Bueres; Siori; Diaz Reyna; Daich; Pendén; Esteguy; Espel; Zago; Ce-
rowski). '

Subtema: Aplicacion del abuso del Derecho

- 1. Cuando en la ejecucién de un contrato de compraventa se pro-
duce un desequilibrio entre el valor de la cosa y lo que se paga por ella,
¥y no se dan log elementos objetivos previstos en los arts. 954 y 1198
del Cédigo Civil, el adgquirente goza igualmente de una prefensién au-
tonoma a fin de restablecer el equilibrio contractual, con fundamento
en el art. 1071 del mismo Cédigo (unanimidad).

2. Despacho A: En la invoeacién del abuso del derecho, ha de in-
dicarse cuél es la conducta abusiva y en qué medida su ejercicio supera
el “limite impuesto” por la buena fe, la moral y las buenas costumbres
(art. 1071, segundo parrafo) (Goldenberg; Diaz Reyns; Esteguy; Es-
pel; Cerowski).



Despacho B: En la invocacién del abuso del derecho ha de indicar-
se cudl es la conducta abusiva (Bueres; Sivori; Daich; Zago; Moisset
de Espanés). '

3. Cuando la revisién del precio fuere pedida por el comprador
con fundamento en el art. 1071 y medie conducta reprochable de su
parte, debera imputarzse en la determinacién del saldo de precio la com-
pensacién del renglén resarcitorio que dicha conducta pueda haber irro-
gado al contratante cumplidor {(arts. 520 y 521 del Cédigo Civil) {uma~-
nimidad).

4. Despacho A: El abuso del derecho no es aplicable de oficio (Bue-
res; Stvori; Cerowski; Esteguy; Espel; Zago; Moisset de Espanés).

Despacho B: El abuso del derecho es aplicable de oficio (Venini;
Diaz Reyna; Daich).

Subtema: Usucapion

1. El plazo de 20 afios para que 8¢ operé 1a adquisicién del dominio
por usucapién (art. 4015 del Cédigo Civil) es aplicable a las prescrip-
ciones comenzadas con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley
17.711 (unanimidad).

2. El art. 2° de la ley 17.940 es una norma de derecho transitorio
que regula log supuestos de aplicacién de los plazos més breves de la
prescripeién estatuidos por la ley 17.711 (unenimidad).

3. La norma del articulo 4015 del Cédigo Civil ablo consagra una
solucién de derecho transitoria en materia de plazos de prescripcion
referida al derecho patrio y a la antigua legislacion espafiola (unani-
midad).

Subtema: Boleto de compraventa inmobiliaria: Disposiciones del Cédigo
Civil v de la ley de Concursos.

De lege lata:

1. Las promesas de venta siempre que resulten de instrumento pi-
blico o privado cuya fecha de otorgamiento sea acreditada, son oponi-
bles a la masa de acreedores cuando se han reunido los recaudos esta-
blecidos en el art. 1185 bis del Cédigo Civil, con la limitacién estable-
cida en el art. 150 de la ley 19.551 (umanimidad).

2. El supuesto contemplado en el art. 1185 bis no exige la entre-
ga de la posesién al comprador ( wnanimidad)

3. La buena fe del adquirente a la que alude el art. 1185 bis es-
th referids a su conducta en el momento de la celebracién del negocio
juridico, y consistir4 en su desconocimiento del estado de cesacién de
pagos del vendedor (unenimidad).

4. En orden a lo prescripto por los arts. 2362 y 4008 del Cédigo
Civil, rige la presuncién de buena fe para los adquirentes por boleto
frente a los, acreedores de la masa (unanimidad).

5. El art. 150 de la ley 19.551 constituye una importante Iimita-

cién a la norma del art. 1185 bis del Cédigo Civil, toda vez gue cir-
cunscribe el campo de aplicacién de esta tdltima a la compraventa de



inmuebles destinados a vivienda, sea o no para el adquirente, ya que
el texto no establece limitacién alguna a ese respecto (unanimidad).

6. Fl adquirente se encuentra legitimado para promover el con-
curso del vendedor cuandoc los acreedores hayan optado por la ejecu-
cién individual del inmueble (unanimidad).

7. La hipoteca constituida por el propietario de un inmueble es
inoponible al adguirente de buena fe poseedor con boleto de fecha cier-
ta anterior a la escritura constitutiva del gravamen (Goldenberg; Bue-
res; Stvoriy;, Esteguy; Espel; Zago; Penddm; Cerowski; Moisset de Es-
panés).

De lege ferenda:

1. Debe suprimirge mediante reforma legislativa, Ia limitacién
impuesta por el art. 150 de la ley 19.551 al art. 1185 bis del Cédigoe Ci-
vil (Benderski; Goldenberg; Sivori; Diez Reyna; Esteguy; Espel; Zoago;
Cerowskt).

2. Debe sancionarse una ley nacional gue permita la registracién
de los boletos de compraventa de inmuebles (unanimidad).

3. Debe propiciarge la intervencion letrada que las partes libre-
mente degignen en la confeccién del boleto (Goldenberg; Bueres; Sivori;
Diez Reyna; Daich; Espel; Zago; Pendén; Cerowski).

4, Es necesario y urgente intentar en la Reptblica Argentina la
solucién de los problemas de la comercializacién de inmuebles en forma
global, dictando una ley especial (uranimidad).

c) Derecho Procesal

Actuaron como miembros del Comité académico los doctores: Adol-
fo Alvarado Velloso, Roland Arazi, Dante Barrios de Angelis, Jorge
Clarig Olmedo, Fernando de la Ria, Isidoro Eisner, Carlos Fenocchietto,
Adolfo Gelsi Bidart, Victor Guerrero Leconte, Ricarde Levene (h), Au-
gusto Mario Morello, Lino Palacio, Ricarde Reimundin, Luis Torello,
Enriqgue Vescovi y César Ydfiez.

Comisién N° §5: Tema: “Intervencién de terceros en el proceso”.

El doctor Roland Arazi informé el despacho obtenido en Comisién,
que elaboraron el propio informante y los doctores Lino E. Palacio, Au-
gusto Mario Morello, César Ydsez, Carlos Fenocchietto y Adolfo Ala-
rado Velloso. Se establece en é1:

1) Debe reafirmarse el caricter estricto de la admisién de terceros,
especialmente en el caso de la intervencién adhesiva simple, toda vez
que ella origina situaciones anémalas que atentan contra la estructura
clasica del proceso.

2) La admigién del tercero adherente simple debe supeditarse a que
éste acredite un interés egoista (no altruista), actual y juridico.
8) El tercero adherente simple no puede: a) Oponer excepciones

materiales o procesales que le sean personales; b) Celebrar negocio al-
guno sobre la causa; c¢) Actuar contra la voluntad de la parte a la que



adhiere; en consecuencia —en principio— no podria recurrir una reso-
lucidn que ha sido consentida por ésta.

4) La sentencia que se dicte no afectard al tercero adherente sim-
ple en los siguientes casos: a) Por haber sido impedido de hacer valer
sus medios de ataque y defensa a causa de su accesién tardia; b) Por
habérselo impedido el comportamiento de la parte principal; ¢} Por no
haber aprovechado la parte principal, dolosamente o por culpa grave, me-
dios de ataque y de defensa que el inferviniente no conocia.

5) Quien actia como tercero litisconsorecial, estando legitimado pa-
ra ser demandado, no puede ser condenado en la sentencia gue favorece
al actor que no lo demand6; no obstante, debe preverse la posibilidad
de que éste pueda ampliar su demanda solicitando expresamente la con-
dena del interviniente.

6) El art. 118 de la ley 17.418 (seguros) contempla dos situaciones
perfectamente diferenciadas respecto de la citacién al asegurador: a la
citacién por el damnificado (mal! llamada por la ley “citacién en ga-
rantfa”) que es una accidén directa, aun cuando no auténoma, que la
norma otorga a quien fue victima de un siniestro; b) La citacién por
el agsegurado: ella si constituye una citacién en garantia ya que aquél
propone una verdadera demanda pretendiendo ——para el evento de ser
vencido en juicio— que se condene al asegurador a indemnizarlo. Es
decir, que pone en ejercicio la aecién regresiva que tiene contra él.

Comigién N°* 6: Tema: “Medios de unificacién de la jurispruden-
cia”. Al haberse unificado esta Comisién con la anteriormente resefiada,
corresponde reiterar aqui los miembros supra citados.

La conclugién dice:
1) Cabe reafirmar la conveniencia de implantar la casacién nacional.

2) Es pertinente establecer mecanismos uniformadores de la juris-
prudencia, ya sea por el régimen de la casacién local o el de los fallos
plenarios; en este (iltimo supuesto se deberin perfeccionar los mecanis-
mos vigentes.

8) Con relacién a la Capital Federal, corresponde examinar la po-
sibilidad de establecer un tribunal local de casacién que involucre los
distintos fueros.

Para finalizar, particular elogio merecen los doctores Isidoro H.
Goldenberyg y Eduardo Vaz Ferreira, quienes actuaron como coordina-
dores cientificos y el doctor Branko P. Cerowski, a cargo de la coordi-
nacién general administrativa.
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